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COMITÉ DE EXPERTOS DEL MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN 
CUESTIONARIO EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS POR EL COMITÉ DE EXPERTOS PARA SER ANALIZADAS EN EL MARCO DE LA 

PRIMERA RONDA

24 de mayo de 2002

INTRODUCCIÓN

El Documento de Buenos Aires y el Reglamento y Normas de Procedimiento del Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (que en adelante se denominarán, según sea el caso, el Documento de Buenos Aires, el Reglamento, el Comité, el Mecanismo y la Convención) disponen que el Comité deberá adoptar el cuestionario sobre las disposiciones seleccionadas para ser analizadas en cada ronda.

En el marco de su primera reunión, realizada entre los días 14 y 18 de enero de 2002, el Comité decidió que, durante la primera ronda, analizará la implementación por los Estados Partes de las siguientes disposiciones de la Convención: Artículo III, párrafos 1, 2, 4, 9 y 11; Artículo XIV; y Artículo XVIII.

Teniendo en cuenta lo anterior, el presente documento contiene las preguntas que integran el cuestionario adoptado por el Comité. 

Las respuestas a este cuestionario serán analizadas de acuerdo con la metodología adoptada por el Comité, la cual se anexa, y que también se encuentra publicada en la página de la OEA en  “Internet” en la siguiente dirección: www.oas.org/juridico/spanish/segu_metod.htm
En atención a lo acordado por el Comité y para efecto de la elaboración de la introducción del correspondiente informe por país, el respectivo Estado Parte deberá efectuar una breve descripción de su sistema jurídico - institucional, de acuerdo con su ordenamiento constitucional. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 21 del Reglamento, el Estado Parte deberá hacer llegar la respuesta a este cuestionario por intermedio de su Misión Permanente ante la OEA, en versión electrónica, acompañada de los documentos de soporte correspondientes, dentro del plazo fijado por el Comité.

Para los efectos anteriores, el correo  electrónico de la Secretaría General de la OEA, al cual deberá enviarse dicha respuesta y podrán dirigirse las consultas para aclarar las dudas que se presenten, es el siguiente: jgarciag@oas.org 

Se debe tener presente que  el Comité fijó cómo plazo máximo para enviar la respuesta el día 31 de agosto de 2002 y  acordó recomendar una extensión no mayor de 25 páginas en relación con su contenido.

I. BREVE DESCRIPCIÓN DEL SISTEMA JURÍDICO - INSTITUCIONAL

Respuesta:

La Constitución Federal establece, en su artículo 49, que el Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Existen disposiciones equivalentes para los Estados. En el caso del Distrito Federal, su gobierno es ejercido en forma conjunta, tanto por los Poderes Federales, como por los denominados Órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial de carácter local, de conformidad con la distribución de competencias que la legislación establece.

Cabe señalar que únicamente nos referiremos al Poder Judicial Federal, en el ámbito de nuestra competencia.

Con fundamento en el artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el ejercicio del Poder Judicial se deposita en una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y en Juzgados de Distrito, cuya función es dirimir controversias en los términos previstos por la propia constitución, así como interpretar las leyes emanadas del Congreso de la Unión para tales efectos. La Administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación está a cargo del Consejo de la Judicatura Federal tal y como lo señala el artículo 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
Organización del Poder Judicial de la Federación
Con base en lo señalado por la Constitución Mexicana, el Poder Judicial de la  Federación representa al guardián de la Constitución, el protector de los derechos fundamentales y el árbitro que dirime las controversias, manteniendo el equilibrio necesario que requiere un Estado de Derecho.

Es importante mencionar que éste es un Poder distinto del que imparte la justicia local, es decir, que sólo conoce de las materias expresamente asignadas en la Constitución.

Se integra por 30, 000 funcionarios de los cuales 901 son Jueces de Distrito, Magistrados de Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito.

El artículo 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación señala a los órganos que componen el Poder Judicial. 

Órganos del Poder Judicial de la Federación

Órganos de control de la legalidad y amparo.

Los Tribunales federales se encuentran distribuidos a lo largo del territorio nacional en zonas geográficas denominadas circuitos judiciales, que pueden abarcar el territorio de una o varias entidades federativas, actualmente existen 29 circuitos judiciales. El número de órganos jurisdiccionales que integran cada circuito es determinado por un órgano del Consejo de la Judicatura Federal denominado Comisión de adscripción y creación de nuevos órganos y lo realiza con base en la densidad poblacional del lugar, grado de litigiosidad y cercanía con otras poblaciones. Los órganos jurisdiccionales federales encargados del control de la legalidad y del amparo se denominan Juzgados de Distrito, Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, cuyas características y ámbitos de competencia son los siguientes:
· Juzgados de Distrito
El Poder Judicial de la Federación cuenta con 295 Juzgados de Distrito de los cuales 187 son especializados y conocen de materias específicas y 108 conocen de todas las materias, es decir son mixtos. Conocen de todos los asuntos a que se refiere el Capítulo II, Título IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, si no tiene jurisdicción especial, de los delitos de orden federal, de conformidad al artículo 50 fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Conocen de los procedimientos de extradición, salvo los que se dispongan en los tratados internacionales, de las autorizaciones para intervenir cualquier comunicación privada, de conformidad a los artículos 50 bis y 50 Ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Amparo

En materia penal, civil, administrativa y laboral: los juicios de amparo promovidos contra resoluciones judiciales de éste orden; contra actos de cualquier autoridad que afecten la libertad personal; los promovidos conforme a la fracción VII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, los promovidos contra leyes y disposiciones de observancia general en esta materia, en términos de la Ley de Amparo. 

Procesos Federales

En materia civil federal y penal federal: las controversias en esta materia suscitadas sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano; los juicios que afecten bienes de propiedad nacional; los suscitados entre una unidad federativa y vecinos de otra; los asuntos concernientes a miembros del cuerpo diplomático o consular; las diligencias de jurisdicción voluntaria; las controversias ordinarias en que la Federación fuera parte; y, los asuntos en materia de procesos federales no incluidos en los artículos 50, 52 y 55 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

· Tribunales Unitarios de Circuito

Existen en México 69 Tribunales Unitarios. Conocen de los juicios de amparo promovidos contra los actos de otros Tribunales Unitarios de Circuito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto en la Ley de Amparo respecto a los juicios de amparo indirecto promovidos ante Juez de Distrito en proceso penal federal, de la apelación o segunda instancia de los asuntos conocidos en primera instancia por los Juzgados de Distrito y del recurso de denegada apelación. 

También conoce de la calificación de los impedimentos, excusas y recusaciones de los Jueces de Distrito, excepto en los juicios de amparo, de las controversias suscitadas entre Jueces de Distrito sujetos a su jurisdicción, excepto en los juicios de amparo y de los asuntos encomendados, en los que se ejerza la facultad señalada en la fracción XVII del artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, si la promoción se realizó ante ellos. 

· Tribunales Colegiados de Circuito
Son 179 Tribunales Colegiados en el Poder Judicial Federal, de los cuales 132 son especializados para conocer de materias específicas y 47 conocen todas las materias, es decir, son mixtos. Conocen de los juicios de amparo directo contra sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin al juicio por violaciones cometidas en ellas o durante la secuela del procedimiento, de conformidad al artículo 37, fracción I y sus incisos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de los recursos procedentes en autos y resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito, Tribunales Unitarios de Circuito o el Superior del Tribunal responsable, de conformidad a las fracciones I, II y III del artículo 83 de la Ley de Amparo y del recurso de queja en los casos de las fracciones V a XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 99 de la misma Ley. 

También conocen del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas en audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, Tribunales Unitarios de Circuito o por el superior del tribunal responsable en los casos del artículo 85 de la Ley de Amparo; o cuando se reclame un acuerdo de extradición dictado por el Poder Ejecutivo a petición de un gobierno extranjero o que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya ejercitado su facultad del artículo 94 sexto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los recursos de revisión que las leyes establezcan en términos de la fracción I-B del artículo 104 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

De los conflictos de competencia suscitados entre Tribunales Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito de su jurisdicción en juicios de amparo; o si son de distinta jurisdicción, conocer el tribunal colegiado que tenga jurisdicción sobre el Órgano que previno-y de los impedimentos y excusas que en materia de amparo se susciten entre Jueces de Distrito; en cualquier materia entre los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito de su jurisdicción, conocer el tribunal colegiado que tenga jurisdicción sobre el Órgano que previno. 

 De los impedimentos y excusas que en materia de amparo se susciten entre Jueces de Distrito; en cualquier materia entre los Magistrados de los Tribunales de Circuito o las autoridades mencionadas en el artículo 37 de la Ley de amparo, de los recursos de reclamación previstos en el artículo 103 de la Ley de Amparo y de los asuntos encomendados en la Ley o acuerdos generales emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Órganos de Control Constitucional 

Están encargados de velar por la protección del orden constitucional, cuando una ley o un acto de autoridad atenta contra algún precepto de la Constitución Federal.
· La Suprema Corte de Justicia de la Nación

La competencia de la Suprema Corte tiene su fundamento jurídico en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Acorde con el sistema de control de la constitucionalidad, que en la vía judicial, se encomienda a la Suprema Corte de Justicia a través del Tribunal Pleno, le corresponde principalmente el control de la constitucionalidad y la tarea de fijar en definitiva el alcance del texto constitucional, con el carácter de máximo interprete de la Constitución, así como de conocer de aquellos asuntos de carácter jurisdiccional que , por sus características excepcionales, novedad y por su trascendental importancia, son de relevancia para la vida jurídica nacional.

Los mecanismos de control constitucional que conoce la Suprema Corte están considerados en los artículos 103 a 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Ley de Amparo, reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

En materia de amparo, la Constitución federal le reserva a la Suprema Corte de Justicia la decisión de las cuestiones más trascendentes y/o inéditas que pueden plantearse, tocándole conocer del recurso de revisión en el juicio de amparo indirecto cuando se reclaman leyes federales, estatales o del Distrito Federal, o cuando se reclaman tratados internacionales por estimarlos directamente violatorios de algún precepto constitucional o cuando se alegan violaciones por las entidades federativas a la esfera de competencia que la Constitución reserva a la federación, o viceversa.
· Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

 El Poder Judicial de la Federación cuenta con un Tribunal Electoral, en el que recae la responsabilidad, en todo caso Terminal y sin lugar a ulterior recurso, de controlar la constitucionalidad y legalidad de los actos electorales federales. Sus decisiones no son atacables ni siquiera ante la Suprema Corte, aunque eventualmente éste decide las posibles contradicciones de tesis que pudieren generarse entre ésta y el Tribunal de mérito, pues tanto aquella es competente para juzgar la constitucionalidad de una ley electoral como éste la de los actos de la misma naturaleza, por lo que siempre cabe la posibilidad de que se sostengan criterios disímbolos. En este caso, la Suprema Corte de Justicia decidirá que tesis deberá prevalecer o pronunciará una nueva.
Órganos administrativos

· Consejo de la Judicatura Federal

Éste órgano es el encargado de administrar al Poder Judicial de la Federación y tiene a su cargo la designación, promoción, adscripción y remoción de Jueces y Magistrados. Es también un órgano de vigilancia y control disciplinario facultado para sancionar a Jueces y Magistrados que se aparten del recto desempeño de sus funciones.

Está compuesto por siete consejeros: su Presidente es a su vez Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tres Consejeros designados por el Poder Judicial, dos por el Senado de la República y uno por el Presidente de la República. No obstante, una vez nombrados no representan al poder que los designó.
Sus resoluciones son inatacables, aunque tratándose de la readscipción o la destitución de Jueces y Magistrados, el interesado puede presentar un recurso de revisión administrativa ante la Suprema Corte de Justicia, lo que constituye el único vínculo jurisdiccional entre el Consejo y el Máximo Tribunal

Órganos Auxiliares

El Poder Judicial de la Federación cuenta con diversos órganos que lo auxilian en el ejercicio de sus atribuciones, por ejemplo, para su adecuado funcionamiento, el Consejo de la Judicatura Federal cuenta con los siguientes órganos: El Instituto Federal de Defensoría Pública, el Instituto de la Judicatura, el Instituto de Especialistas de Concursos Mercantiles, la Visitaduría Judicial, la Contraloría del Poder Judicial de la Federación y la Comisión Substanciadora.

Órganos vinculados al Poder Judicial
Existen diversos Tribunales Federales de origen administrativo, que realizan funciones jurisdiccionales sin pertenecer al Poder Judicial Federal. Estos Tribunales son órganos terminales de control de legalidad en la materia de su especialidad, pero sus sentencias siempre podrán ser revisables en amparo por los Tribunales Colegiados, e incluso por la propia Suprema Corte de Justicia en la vía de amparo directo en revisión cuando el promoverte de la acción alegue la inconstitucionalidad de la ley aplicada en el juicio.

Tal es el caso del Tribunal Superior Agrario que se integra de Tribunales Unitarios Agrarios, del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que se integra de Juntas Especiales, del Tribunal Militar, del Consejo de Menores, de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje (que dirime conflictos laborales individuales y colectivos entre patrones y trabajadores), del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje (que igualmente resuelve conflictos laborales, pero sólo respecto de los derechos laborales de los servidores públicos).

Respecto al presupuesto del Poder Judicial de la Federación está dividido en tres partidas, una para la Suprema Corte de Justicia, otra para el Tribunal Electoral y otra más para el Consejo de la Judicatura. No obstante en ningún órgano de los señalados, y ni siquiera el Poder Judicial en su conjunto, cuenta con un presupuesto mínimo garantizado en la Constitución. En el año 2004 le fue concedido al Poder Judicial de la Federación una cantidad de 19 mil millones de pesos (equivalente a 1,727,665,327 dólares) y para el ejercicio de 2005 se le otorgaron 21 mil 37 millones de pesos (aproximadamente 1,909,701,872 dólares) . Para este año 2006 se le destinó la cantidad de 28,541 mil millones de pesos (aproximadamente 2,594,990,286 dólares).  
Integración y funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
El Tribunal Pleno se compone de once Ministros, sin embargo, también puede funcionar con la presencia de por lo menos de siete Ministros. El Presidente forma parte del Pleno, mas no integra ponencia, por lo que no elabora proyectos de sentencia ni sesiona en ninguna de las Salas. Preside las sesiones plenarias y emite su voto respectivo.

La Corte también funciona a través de dos Salas, integradas por cinco Ministros cada una, pudiendo sesionar solo con cuatro Ministros. El trabajo se distribuye entre las Salas según la materia de los asuntos que se someten a su consideración. La Primera Sala conoce de la materia penal y civil y la Segunda Sala de la materia administrativa y laboral
II. CONTENIDO DEL CUESTIONARIO

CAPÍTULO PRIMERO

MEDIDAS Y MECANISMOS EN MATERIA DE NORMAS DE CONDUCTA PARA EL CORRECTO, HONORABLE Y ADECUADO CUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIONES PÚBLICAS (ARTÍCULO III, NUMERALES 1 Y 2, DE LA CONVENCIÓN)

1. Normas de conducta y mecanismos en general

a. ¿Existen en su país normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas?. En caso afirmativo, descríbalas brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén previstas.
Respuesta:

El Poder Judicial de la Federación expidió un Código de Ética aprobado por los Plenos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal y por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en agosto de 2004.

Con  este Código se pretende contar con un nuevo elemento que coadyuve a garantizar que la jurisdicción sea realizada por personas en las que se sumen la confianza, la calidad técnica y la ética.

Se formuló con el propósito de ayudar a los juzgadores a resolver los conflictos éticos que con motivo de su trabajo se les presentan.

Por lo que hace a su estructura, el Código se divide en cinco capítulos. En los cuatro primeros se definen los cuatro principios rectores fundamentales de la ética judicial (independencia, imparcialidad, objetividad y profesionalismo). Después de cada principio, se enuncian algunas reglas relacionadas con el mismo, que se estiman más importantes.

El listado de estas últimas no es, por tanto de carácter taxativo, pues se estima que el Código de Ética debe ser un instrumento flexible, que constituya un punto de partida para la reflexión ética personal de cada juzgador y no un catálogo exhaustivo de deberes morales.

En el capítulo quinto no se recoge propiamente un principio rector de la Ética Judicial, sino que bajo el rubro denominado “excelencia”, se proponen una serie de valores judiciales que, en su conjunto, conforman el perfil ideal de un buen Juzgador. Tales postulados corresponden a los principios que se establecen conforme al artículo 100, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
En el mes de diciembre de 2005 se llevó a cabo el Primer Encuentro Nacional de Impartidores de Justicia en la cual se reunieron los titulares de los principales órganos tanto federales como locales para analizar los temas de mayor importancia en el desempeño de sus funciones. De este ejercicio se desprendió la Declaración de Jurica en la cual se acordó el establecimiento de un Código Nacional de Ética para la impartición de justicia.

En el mes de julio de 2006 tuvo verificativo la XIII Cumbre Judicial Iberoamericana, en la cual se adoptó un Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial que servirá de guía en esa materia para los funcionarios jurisdiccionales de las naciones participantes en esta Cumbre.

Además de la adopción de ese documento se acordó conformar la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial, instancia en la que se designó como uno de sus integrantes a un Ministro mexicano. Esta Comisión tiene como encomienda impulsar la ética judicial en el ámbito iberoamericano, así como interpretar y resolver las consultas que en relación con el código se planteen en el futuro.
b. ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén previstos.
Respuesta: 

El Código de Ética del Poder Judicial de la Federación contiene principios, valores y virtudes judiciales, que deben regir la actuación de los juzgadores y la trasgresión a éstos, recae en el ámbito del orden normativo moral, en virtud del cual la persona que lo infringe responde ante su propia conciencia destacando así el carácter autónomo de dicho orden normativo; sin embargo, cuando dicha transgresión trasciende o se ubica en el ámbito de la responsabilidad administrativa, política, penal o civil será sancionada por las leyes relativas a la modalidad de la responsabilidad de que se trate.
c. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.
d. En caso de que no existan las normas y los mecanismos aludidos anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas, y  mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, de acuerdo con lo  previsto en los numerales 1 y 2 del artículo III de la Convención. 
2. Conflictos de intereses
a. ¿Existen en su país normas de conducta orientadas a prevenir conflictos de intereses en el desempeño de funciones públicas?. En caso afirmativo, descríbalas brevemente, indicando aspectos tales cómo a quiénes están destinadas y en que concepto se inspiran, y relacione y adjunte copia de las disposiciones  y documentos en las que estén previstas.

Respuesta:

La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación contempla el conflicto de intereses en el desempeño de funciones públicas como impedimento para conocer de ciertos asuntos a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito, los miembros del Consejo de la Judicatura Federal y los jurados de los asuntos en los que:
· Tengan parentesco en línea recta sin limitación de grado, en la colateral por consanguinidad hasta el cuarto grado y en la colateral por afinidad hasta el segundo, con alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores; o bien que exista amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de ellos, o que tengan interés personal en el asunto o que lo tenga su cónyuge o sus parientes en los grados ya expresados.

.
· En los que cualquiera de los servidores públicos, su cónyuge o parientes haya presentado querella o denuncia en contra de alguno de los interesados.
· Que el servidor público, su cónyuge o sus parientes tengan pendiente un juicio contra alguno de los interesados o que no haya transcurrido más de un año desde la fecha de la terminación del que hayan seguido hasta la fecha en que tome conocimiento del asunto.
· Que haya sido procesado el servidor público, su cónyuge o parientes, en virtud de querella o denuncia presentada ante las autoridades, por alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores;

· Que se encuentre pendiente de resolución un asunto que hubiese promovido como particular, semejante a aquél que le es sometido para su conocimiento o tenerlo su cónyuge o sus parientes.
· Que tenga interés personal en asunto donde alguno de los interesados sea juez, árbitro o arbitrador.
· Asistir durante la tramitación del asunto, a convite que le diere o costeare alguno de los interesados, tener mucha familiaridad o vivir en familia con alguno de ellos o que se acepten presentes o servicios de alguno de los interesados.
· Hacer promesas que impliquen parcialidad a favor o en contra de alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores, o amenazar de cualquier modo a alguno de ellos;

· Ser acreedor, deudor, socio, arrendador o arrendatario, dependiente o principal de alguno de los interesados;

· Ser o haber sido tutor o curador de alguno de los interesados o administrador de sus bienes por cualquier título;

· Ser heredero, legatario, donatario o fiador de alguno de los interesados, si el servidor público ha aceptado la herencia o el legado o ha hecho alguna manifestación en este sentido;

· Ser cónyuge o hijo del servidor público, acreedor, deudor o fiador de alguno de los interesados;

· Haber sido juez o magistrado en el mismo asunto, en otra instancia. No es motivo de impedimento para magistrados de los tribunales unitarios el conocer del recurso de apelación contra sentencias del orden penal cuando hubiesen resuelto recursos de apelación en el mismo asunto en contra de los autos a que se refieren las fracciones II a IX del artículo 367 del Código Federal de Procedimientos Penales;

· Haber sido agente del Ministerio Público, jurado, perito, testigo, apoderado, patrono o defensor en el asunto de que se trata, o haber gestionado o recomendado anteriormente el asunto en favor o en contra de alguno de los interesados. 
Por su parte, la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contempla otros impedimentos para conocer de los juicios de amparo:
· Si son cónyuges o parientes consanguíneos o afines de alguna de las partes o de sus abogados o representantes, en línea recta, sin limitación de grado; dentro del cuarto grado, en la colateral por consanguinidad, o dentro del segundo, en la colateral por afinidad, si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto reclamado o si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes, en el mismo asunto o en el juicio de amparo;

· Si tuvieron el carácter de autoridades responsables en el juicio de Amparo, si aconsejaron como asesores la resolución reclamada, o si emitieron, en otra instancia o jurisdicción la resolución impugnada. 

· Si tienen pendiente algún juicio de amparo, semejante al de que se trata, en que figuren como partes;

· Si tienen amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes o sus abogados o representantes.

En materia de amparo, no son admisibles las excusas voluntarias. Sólo podrán invocarse, para no conocer de un negocio, las causas de impedimento mencionadas con anterioridad, las cuales determinan la excusa forzosa del funcionario.

El Ministro, Magistrado o Juez que, teniendo impedimento para conocer de un negocio, no haga la manifestación correspondiente, o que, no teniéndolo, presente excusa apoyándose en causas diversas de las de impedimento, pretendiendo que se le aparte del conocimiento de aquél, incurre en responsabilidad. 

b. ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las anteriores normas de conducta?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén previstos.
El procedimiento para determinar las responsabilidades de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación por conocer de asuntos en los cuales se encuentran impedidos está previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Esta denuncia se puede iniciar de oficio, por queja o denuncia presentada por cualquier persona, por el servidor público que tenga conocimiento de los hechos o por el agente del Ministerio Público Federal. 

Son competentes para conocer de las responsabilidades de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, así como para aplicar las sanciones:

I. La Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno, tratándose de faltas de los ministros y de las faltas graves cometidas por sus servidores públicos;

II. El presidente de la Suprema Corte de Justicia, tratándose de servidores públicos de este órgano, en los casos no comprendidos en la fracción anterior;

III. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, tratándose de faltas graves de magistrados de circuito y jueces de distrito, cuando las sanciones aplicables sean las de destitución o inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, y

IV. El órgano colegiado que determine el Consejo de la Judicatura Federal, cuando se trata de casos diversos a los señalados con anterioridad

c. Mencione brevemente los resultados objetivos que  se han obtenido con la aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.
d. En caso de que no existan las normas y los mecanismos aludidos anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer normas orientadas a prevenir conflictos de intereses, y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, de acuerdo con lo previsto en  los numerales 1 y 2 del artículo III de la Convención.
3. Preservación y uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones

a. ¿Existen en su país normas de conducta orientadas a asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos  en el desempeño de sus funciones?. En caso afirmativo, descríbalas brevemente, indicando aspectos tales cómo a quiénes están destinadas y a qué recursos se refieren, y relacione y adjunte copia de las disposiciones  y documentos en las que estén previstas.

Respuesta:

En lo que se refiere a la Suprema Corte de Justicia existen algunos ordenamientos que regulan los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus labores:

· Acuerdo General de Administración número 1/2002 por el que se determinan las medidas de carácter general en materia de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestaria para el ejercicio fiscal de 2002 que tiene por objeto que los titulares de las unidades administrativas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el ejercicio del presupuesto que les corresponde ejecutar para el ejercicio fiscal del año dos mil dos, serán los responsables de llevar el control eficaz y seguimiento de las operaciones financieras y presupuéstales, aplicando las normas de austeridad, racionalidad y disciplina presupuestal contenidas en el presente Acuerdo, que les permitan alcanzar los objetivos y metas programadas, por lo que también se sujetarán en lo posible a los calendarios de gasto establecidos para el ejercicio del presupuesto. (sigue vigente a pesar de que señale que solo es para el ejercicio fiscal de 2002)
· Acuerdo de Administración XII/2003, por el que se establece el sistema de contratación y pago de hospedaje, transporte y otorgamiento de viáticos para las comisiones asignadas a los servidores públicos de la Suprema Corte de Justicia, que tiene como objeto establecer el procedimiento para la contratación y pago de hoteles, transportes y otorgamiento de viáticos al personal de la Suprema Corte de Justicia de Nación, cuando por razones de servicio, algún servidor público tenga que salir de la ciudad en donde se encuentra su centro de trabajo habitual, para cumplir con una obligación relacionada con sus atribuciones.

· Acuerdo General de Administración IV/2005, del nueve de mayo de 2005, del Comité de Gobierno y Administración de la  Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se regulan los gastos en que incurra este Alto Tribunal con motivo del traslado de los Servidores Públicos y docentes externos que participen en los programas de difusión y promoción de la Cultura Jurídica y jurisdiccional, así como las condiciones para su erogación que tiene como objeto regular los gastos inherentes a las actividades de difusión y promoción de la cultura jurídica y jurisdiccional, organizados por la Secretaría Ejecutiva Jurídico Administrativa, por las Casas de la Cultura Jurídica o por el Colegio de Secretarios, todos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con motivo del traslado y hospedaje de los servidores públicos y docentes externos que participen en dichos programas.
Como ya se ha mencionado, la administración de los recursos del Poder Judicial es separada, por lo que el Consejo de la Judicatura en este sentido cuenta con los siguientes ordenamientos: 
· Acuerdo General 2/2002, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece disposiciones en materia de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestaria en el Consejo de la Judicatura Federal para el ejercicio fiscal del año 2002 con el objeto de que los titulares de las unidades administrativas del Consejo de la Judicatura Federal, en el ejercicio del presupuesto correspondiente al ejercicio 2002, llevarán el seguimiento y control de las operaciones financieras y presupuestales, aplicando las normas de austeridad, racionalidad y disciplina presupuestal contenidas en el presente Acuerdo; vigilando que las erogaciones correspondientes al gasto corriente y gasto de capital se apeguen al presupuesto aprobado y en lo posible a los calendarios establecidos.
· Acuerdo General 17/2006 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se crea el Comité de Inversión de Recursos Financieros del Consejo de la Judicatura Federal, que tiene como objeto ejecutar todas las acciones que en materia de inversión de sus recursos financieros sea necesario implementar, para obtener una mayor rentabilidad a través del análisis y selección de las diversas opciones de inversión que ofrezcan las instituciones financieras y de banca legalmente autorizadas.
 ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las anteriores normas de conducta?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén previstos.
Respuesta:

La Contraloría de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la  Contraloría del Consejo de la Judicatura son las encargadas de vigilar el estricto cumplimientote las anteriores disposiciones. Es un órgano fiscalizados del Poder Judicial Federal. 
b. Mencione brevemente los resultados objetivos que  se han obtenido con la aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.
c. En caso de que no existan las normas y los mecanismos aludidos anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer normas orientadas a asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones, y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, de acuerdo con lo previsto en  los numerales 1 y 2 del artículo III de la Convención.
4. Medidas y sistemas para exigir a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento

a. ¿Existen en su país normas de conducta que establezcan medidas y sistemas que exijan a  los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento?. En caso afirmativo, descríbalas brevemente, indicando aspectos tales cómo a quiénes están destinadas y si se prevén excepciones al respecto, y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén previstas.

b. ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las anteriores normas de conducta?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén previstos.
c. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.
d. En caso de que no existan las normas y los mecanismos aludidos anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer normas  que establezcan medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento, y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, de acuerdo con lo previsto en  los numerales 1 y 2 del artículo III de la Convención.
CAPÍTULO SEGUNDO

SISTEMAS DE DECLARACIÓN DE INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTICULO III, NUMERAL 4)

a. ¿Existen en su país normas que establezcan sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda?. En caso afirmativo, descríbalas brevemente, indicando aspectos tales cómo  a quiénes están destinadas, ante quién y en qué momentos debe presentarse la declaración, cuál es su contenido, los criterios de valoración y cómo se verifica y se accede a la información en el suministrada y qué utilización se le da, y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos  en las que están previstas
Respuesta:
Es obligación de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 131, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 47, fracción XVIII, y 80, fracción VI, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, presentar con oportunidad y veracidad, las declaraciones de situación patrimonial.
La Suprema Corte a través de su Secretaría Ejecutiva de la Contraloría lleva el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de sus servidores públicos, de los Magistrados electorales, así como del personal de la Sala Superior del Tribunal Electoral.

Tienen obligación de presentar ante la Suprema Corte declaración de situación patrimonial, bajo protesta de decir verdad, los siguientes servidores públicos: 

I. Ministros;

II. Magistrados electorales de la Sala Superior del Tribunal Electoral;
III. Secretario General de la Presidencia y Oficial Mayor;
IV. Secretario General de Acuerdos;
V. Magistrados electorales de las Salas Regionales;
VI. Subsecretario General de Acuerdos;
VII. Secretarios Ejecutivos;
VIII. Personal de la Sala Superior del Tribunal Electoral; 
IX. Directores Generales;
X. Secretarios de Estudio y Cuenta;
XI. Secretarios de Acuerdos de Sala;
XII. Directores Generales Adjuntos;
XIII. Secretario Particular de Mando Superior;
XIV. Asesor de Mando Superior;
XV. Secretario de Seguimiento de Comités;
XVI. Secretario de Estudio y Cuenta adjunto;
XVII. Subsecretario de Acuerdos de Sala;
XVIII. Director de Área;
XIX. Asesor;
XX. Secretario Auxiliar de Acuerdos;
XXI. Secretario de Director General;
XXII. Actuario;
XXIII. Subdirector de Área;
XXIV. Jefes de Departamento que manejen o apliquen recursos económicos.
XXV. Con independencia de la denominación del puesto, todos los servidores públicos que manejen o apliquen recursos económicos, presupuestales, valores y fondos de la Federación; realicen actividades de inspección o vigilancia; lleven a cabo funciones de calificación o determinación para la expedición de licencias, permisos o concesiones, así como quienes intervengan en la adjudicación de pedidos o contratos; y,
XXVI. Los demás que expresamente determine mediante acuerdo general el Comité o el Presidente.
La declaración de situación patrimonial se presenta en los siguientes plazos:

I. Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión con motivo del:

a) Ingreso a la Suprema Corte o al Tribunal Electoral por primera vez.

b) Reingreso a la Suprema Corte o al Tribunal Electoral cuando hayan transcurrido más de sesenta días naturales de la conclusión de su último encargo en esos órganos jurisdiccionales.
II. Declaración de conclusión de encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes al en que se dé ese supuesto. 
III. Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año, acompañada de una copia de la constancia de ingresos del servidor público y, en su caso, de una copia de la declaración anual del impuesto sobre la renta, si está obligado a presentar declaración en los términos de la legislación aplicable.

En las declaraciones de inicio y de conclusión del encargo se manifestarán los bienes inmuebles, muebles, inversiones y gravámenes del declarante, su cónyuge y sus dependientes económicos, con la fecha y valor de adquisición.
En las declaraciones de modificación patrimonial se manifestan las modificaciones al patrimonio, correspondientes al año que se declara y en todo caso se indica el medio por el que se hizo la adquisición.
Las declaraciones de situación patrimonial se presentan a través de formatos impresos, de medios magnéticos con formato impreso o de medios remotos de comunicación electrónica, en el caso de identificación electrónica. 

La Contraloría de la Suprema Corte de Justicia tiene a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los servidores públicos y llevará el control de ellos.
Cuando se reciba de una misma persona, algún bien o donación cuyo valor acumulado durante un año exceda de diez veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal al momento de su recepción, deberán informarlo en un plazo no mayor a quince días hábiles a la Contraloría, a fin de ponerlo a su disposición.
Por su parte el Consejo de la Judicatura, a través de la contraloría lleva a cabo el control patrimonial de sus funcionarios.

En el Consejo de la Judicatura Federal tienen la obligación de presentar la declaración de situación patrimonial, bajo protesta de decir verdad, los servidores públicos que realicen las funciones o desempeñen los cargos que a continuación se indican:

a)
En los órganos jurisdiccionales:

1.-
Magistrados;

2.-
Jueces;

3.-
Secretarios;

4.-
Actuarios; y

5.-
Defensores de oficio y sus coordinadores.

b)
En los órganos administrativos:

1.-
Consejeros de la Judicatura Federal;

2.-
Secretarios Ejecutivos, Coordinadores Generales y Secretarios de las Comisiones del Consejo de la Judicatura Federal;

3.-
Titulares de los órganos auxiliares del Consejo de la Judicatura Federal;

4.-
Visitadores, Directores Generales, Tesorero, Secretarios Técnicos, Asesores y Secretarios Particulares de nivel de Director General o Superior, Directores, Subdirectores de Area, Coordinadores Administrativos y Jefes de Departamento; y

5.-
En la Contraloría del Poder Judicial de la Federación, todos sus servidores públicos de confianza.

c)
En la Comisión Substanciadora, sus integrantes y actuarios.

La declaración de situación patrimonial se presenta en forma inicial, anual y final por conclusión del encargo.

b. En caso de que no existan las normas aludidas anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer normas  que establezcan sistemas para la declaración de los ingresos activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas  en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda, de acuerdo con lo previsto en  el numeral 4 del artículo III de la Convención.
CAPÍTULO TERCERO

ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR

a. ¿Existen en su país órganos de control superior que tengan a su cargo el ejercicio de funciones atinentes al cumplimiento de las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4 y 11 del artículo III de la Convención?. En caso afirmativo relaciónelos, describa  brevemente su naturaleza y características, y adjunte copia de las normas y documentos que les sirvan de sustento.

Respuesta:

El Órgano Superior de control en México es la Auditoria Superior de la Federación que es una entidad cuyo marco jurídico le proporciona autonomía técnica, financiera y de gestión. De tal forma que se redoblan esfuerzos para obtener resultados en menos tiempo y así poder fincar responsabilidades oportunamente, a fin de que las irregularidades que se cometan no queden en simples recomendaciones. Éste es uno de los objetivos fundamentales de la revisión y fiscalización de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal. 
Es decir, la Auditoria Superior de la Federación fiscaliza a los Poderes de la Unión, los estados y los municipios, en tanto que manejen recursos federales proporcionados a los entes públicos federales, como los centros de educación superior, el Banco de México, el Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, entre otros.
Unas de las facultades más importantes de la Auditoria Superior de la Federación son las relacionadas con el fincamiento de responsabilidades; es decir, las facultades sancionatorias y resarcitorias. 
b. Mencione brevemente los resultados que dichos órganos han obtenido en el cumplimiento de las funciones antes aludidas consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.

c. En caso de que no existan los órganos de control superior aludidos anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad al articulo III párrafo 9 de la Convención.

CAPÍTULO CUARTO

PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL (ARTÍCULO III, NUMERAL 11)

1. De los mecanismos de participación en general

a. ¿Existen en su país un marco jurídico y mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales  en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén previstos.
b. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.
c. En caso de que no existan  los mecanismos aludidos anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción, de acuerdo con lo  previsto en el numeral 11 del artículo III de la Convención. 
2.  De los mecanismos para el acceso a la información

a. ¿Existen en su país mecanismos que regulen y faciliten  el acceso de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales a la información en poder o bajo el control de las instituciones públicas?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente, indicando aspectos tales cómo ante qué entidades pueden ejercitarse tales mecanismos y bajo qué criterios se evalúan las peticiones formuladas al respecto, y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que están previstos.
Respuesta:

En 1997 la página de Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se convierte en una posibilidad más de acceso a la información del Poder Judicial. Esta página ofrece a la ciudadanía en general una opción de consulta de la jurisprudencia, normas federales, historia y comunicados de prensa.

Con la entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública el Poder Judicial expidió algunos ordenamientos para regular el acceso a la información y cumplir con lo ordenado en esta ley:

· Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· Acuerdo General 30/2003 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece los órganos, criterios y procedimientos institucionales para la transparencia y acceso a la información pública para el Consejo de la Judicatura Federal, los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito.

· Lineamientos de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del dos de junio de dos mil tres, relativos a la organización, catalogación, clasificación y conservación de la documentación de este Alto Tribunal.  

Si bien la información del Poder Judicial estaba contenida en la página de Internet, ésta fue complementada con algunos datos que son de suma importancia para que la ciudadanía conozca la gestión tanto jurisdiccional como administrativa de este poder judicial. De esta manera fueron integrados tanto a la página de la Suprema Corte como a la del Consejo de la Judicatura Federal y a la del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, otros datos a este instrumento electrónico de difusión: 

· Estructura Orgánica Jurídica y facultades

· Estructura Orgánica Administrativa, facultades, metas y objetivos

· Directorio biográfico de servidores públicos

· Remuneración mensual por puesto

· Domicilio de las unidades de enlace y acceso a la información

· Servicios que prestan cada una de las instituciones

· Presupuesto asignado y ejercido

· Resultados de las auditorias al ejercicio presupuestal

· Las contrataciones que se hayan realizado en términos de la legislación aplicable

· Marco Normativo

· Informes de labores

· Consulta de listas de acuerdos

· Guía simple de archivo

· Sentencias de asuntos relevantes que ha resuelto el Poder Judicial Federal, aquellas resoluciones que incluyan criterios de interpretación novedosos, que por sus características especiales resulten de interés nacional por su relevancia económica, social o jurídica del asunto
· Estado de cuenta sobre Fideicomisos

· La información que se ha otorgado a los particulares

· Directorio de los órganos encargados del acceso a la información

· Listado de los sistemas de datos personales

· Versiones estenográficas de las sesiones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

· Comunicados de prensa

· Eventos y noticias

· Publicaciones

Órganos de Transparencia

En la Suprema Corte de Justicia existen órganos encargados de vigilar los procedimientos de transparencia. Estos son:

· Comisión de transparencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que está integrada por tres Ministros que tiene entre sus principales atribuciones fijar la interpretación definitiva en el orden administrativo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y establecer y revisar los criterios de clasificación, desclasificación y custodia de la información reservada y confidencial y conocer substanciar y resolver los recursos de revisión y reconsideración referentes a solicitudes de acceso ala información..

· Comité de Acceso a la información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación integrado por altos funcionarios de este Alto Tribunal en número impar, designados por la Comisión de Transparencia, que tiene entre sus principales atribuciones coordinar y supervisar las acciones de las Unidades Departamentales de la Suprema Corte, tendientes a proporcionar la información prevista en la Ley y en los Acuerdos referentes a transparencia, y supervisar la aplicación de los criterios específicos para las Unidades Departamentales de la Suprema Corte en materia de clasificación y conservación de los documentos, así como la organización de archivos.

En el Consejo de la Judicatura Federal también existen órganos encargados de la transparencia:

· La Comisión de Transparencia del Consejo de la Judicatura, integrada por los Consejeros miembros de la Comisión de Vigilancia, Información y Evaluación del propio Consejo, es el órgano encargado de supervisar el cumplimiento de las disposiciones legales y del presente Reglamento por parte de los servidores públicos del Consejo y de los Órganos Jurisdiccionales
· Comité de transparencia del Consejo de la Judicatura Federal con las mismas atribuciones del Comité de la Suprema Corte e integrado también por funcionarios del Consejo de la Judicatura en número impar, quienes son designados por la Comisión de Transparencia.
Casas de la Cultura Jurídica

La Suprema Corte de Justicia de la Nación cuenta con representaciones en cada uno de los Estados que conforman la República Mexicana que son las Casas de la Cultura Jurídica. Cada una de estas cuenta con un importante acervo bibliográfico, hemerográfico y documental que puede ser consultado por cualquier interesado y se han convertido en centros de reunión en torno al saber jurídico. 

Las Casas de la Cultura Jurídica son las encargadas de resguardar el acervo de los órganos jurisdiccionales de la entidad el cual está organizado y sistematizado en una base de datos que integra el inventario del acervo, el cual ha sido digitalizado para ser consultado a través de medios electrónicos. Para la  promoción de la cultura jurídica su sistema de videoconferencia ha sido herramienta indispensable para cumplir con este fin, de esta manera se ha podido establecer comunicación en toda la República Mexicana para la transmisión de cursos, diplomados, coloquios y cualquier otro evento académico que se lleve a cabo contando el año pasado con mas de 58,000 asistentes.

Módulos de Acceso a la información

Con la intención de facilitar el acceso a la información del Poder Judicial Federal, además de las páginas web de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Consejo de la Judicatura Federal y del Tribunal Federal Electoral,  se integró una red de 31 módulos de Acceso a la información en todo el país donde se pueden presentar las solicitudes de acceso de cualquier parte de la República Mexicana así como:

Consulta física de:

· Expedientes resguardados en ese depósito documental

· Biblioteca

· Diarios Oficiales y Periódicos oficiales

Consulta electrónica de:

· Sentencias 
· Tesis de Jurisprudencia
· Leyes Federales
· Acuerdos Generales
De igual modo se ofrece el servicio de Asesoría en:

· Información en resguardo del Poder Judicial de la Federación

· Sistemas de localización de información

· Procedimientos de Acceso a la información

Con un esfuerzo adicional si no se cuenta con la información solicitada por el peticionario, el Poder Judicial se ha encargado de generar bases de datos específicas que la contengan estos datos requeridos, la cual ha sido catalogada como transparencia de segundo nivel.

CANAL JUDICIAL

Asimismo, en el mes de junio del año 2005 se inició con la transmisión en vivo de las sesiones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en televisión y a través de la página de Internet. Se creó el canal judicial teniendo como objetivo difundir de manera directa, transparente y sin intermediarios el quehacer de los distintos órganos que conforman el Poder Judicial, y transmite en vivo las sesiones del Pleno de la Suprema Corte; algunas sesiones del Tribunal Electoral y audiencias relevantes que se realizan en los Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, además de contar con programas en los que participarán instituciones de educación superior y los demás órganos que integran el sistema judicial mexicano.

Audioguías

Para facilitar el acceso al público en general, al conocimiento del patrimonio cultural del Edificio Sede de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en junio del presente año fue inaugurado el sistema de audioguías. Este sistema consiste  en una herramienta museográfica con tecnología de punta, que permite a los visitantes del inmueble efectuar recorridos autónomos, en virtud de que toda la explicación de éstos, se encuentra contenida en los aparatos de audio dispuestos para activarse en cada uno de los puntos de interés.

El Edificio Sede del Alto Tribunal recibe en promedio a más de 12,000 visitantes al año a través de diversos programas, tales como: “Visitas Guiadas”, para el público en general, “Una mañana en la Corte”, destinado a estudiantes universitarios, y “En la Corte…Al caer la tarde”, que promueve el desarrollo de actividades culturales diversas.

b. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país. 

Respuesta:

En lo que se refiere a las solicitudes de acceso a la información presentadas en los módulos de acceso de la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con los informes de labores se cuenta con la siguiente información:
	año
	Solicitudes atendidas

	2003
	4276

	2004
	25,583

	2005
	28,583


Las visitas al Edificio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación también se han incrementado, de acuerdo a los informes de labores las cifras son las siguientes:
	año
	Cantidad de visitantes

	2003
	7,003

	2004
	10,965

	2005
	13,413


De acuerdo con las anteriores cifras, el programa de difusión de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha rendido frutos, pues año con año se ha incrementado la cifra de los gobernados que se han interesado por las tareas que efectúa éste Alto Tribunal.

Por su parte las Casas de la Cultura Jurídica recibieron hasta el año pasado 58,000 asistentes entre los que se encuentran, académicos, estudiantes, investigadores, y público en general.

3. De los mecanismos de consulta

a. ¿Existen en su país mecanismos para que quiénes desempeñan funciones públicas efectúen consultas a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales sobre asuntos relacionados con las actividades de su competencia, que puedan ser utilizados para los propósitos de prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción pública?. En caso afirmativo, descríbalas brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones  y documentos en los que estén previstos.

Respuesta:

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, preocupada por conocer la realidad del sistema de justicia en nuestro país, decidió iniciar una serie de trabajos encaminados a identificar los puntos álgidos del sistema que dificultan el acercamiento a la garantía contemplada en el artículo 17 constitucional. Para obtener resultados allegados a la realidad cotidiana, era necesario que dicha problemática fuera identificada y denunciada por los propios operadores del sistema, justiciables, analistas, estudiosos y, en general, por todos aquellos que se encuentran en contacto permanente con la impartición de justicia y están interesados en su perfeccionamiento.

El proceso y los resultados obtenidos han sido muy satisfactorios, ya que el contacto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con las instituciones públicas, académicas y privadas, así como con las personas que con gran interés han participado y siguen con puntualidad este proceso, ha permitido un intercambio de ideas, posturas y posiciones que alimentan de manera sustancial la visión panorámica de la problemática y de la gran cantidad de mecanismos para darles solución.

El proyecto que dio inicio en agosto de 2003 continúa en marcha como un ejercicio serio, meditado, general, incluyente, transparente y profesional que ofrecerá a las instituciones del país y a la sociedad en general, un panorama de la realidad de nuestro sistema de justicia y las acciones que los actores del mismo aportaron para su solución.

La Convocatoria hacía referencia a la justificación de la Consulta Nacional, así como a los temas que se consideraron, de manera general, como los globalizadores de la problemática actual, como lo son:
· Justicia constitucional federal

· Justicia constitucional local

· Proyecto de una nueva Ley de Amparo

· Federalismo judicial

· Principio de relatividad de las sentencias de amparo

· Interpretación jurisprudencial de la norma y su obligatoriedad general

· Protección y defensa de los intereses difusos

· Unificación de la codificación procesal de las Entidades federativas 

· Autonomía e independencia presupuestaria del Poder Judicial

· Incorporación de tribunales administrativos, agrarios y laborales al Poder Judicial

· Facultad de iniciativa de leyes por la Suprema Corte de Justicia de la Nación

· Órganos constitucionales autónomos

· Instauración de juicios orales

· Colegiación obligatoria de los abogados

· El Estado mexicano y la justicia internacional

· Justicia penal

· Justicia de los derechos humanos

· Tratados internacionales, derecho interno y jerarquía normativa

· Medios alternativos de solución de conflictos

· Otros temas de interés                                         

Con el propósito de difundir este proyecto y asegurar la participación de todos los sectores de la sociedad, la convocatoria fue publicada en diarios de circulación nacional, revistas especializadas, se enviaron invitaciones a los públicos de todos los ámbitos gubernamentales, universidades, barras y colegios de abogados, así como a todos los jueces y magistrados integrantes del Poder Judicial Federal. La difusión también se realizó a través de trípticos, spots televisivos y radiofónicos y en las principales páginas de Internet. Se envió convocatoria a los estudiantes mexicanos en el extranjero y se realizaron reuniones en el territorio nacional para incentivar la participación en la Consulta Nacional.
Se celebraron de foros en diferentes puntos de la República Mexicana con la finalidad de promover la discusión de los temas de la Consulta Nacional y motivar a la población a participar con un mayor número de  propuestas.

Se recibieron un total de 5,844 documentos al concluir el plazo para la recepción de propuestas.

Con la intención de organizar sistemática y adecuadamente los trabajos recibidos,  así como de darles transparencia mediante su publicación en la página web de la Consulta Nacional se estableció un procedimiento que permitió supervisar dichos trabajos desde su recepción, hasta su publicación en internet :En agosto de 2004, la página de la Consulta Nacional contaba con aproximadamente 65,000 visitas, lo cual refleja el interés en este gran esfuerzo encabezado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Con el propósito de garantizar un estudio profesional de cada uno de los trabajos referidos, un grupo de especialistas realizó el análisis, síntesis y clasificación de los mismos a fin de facilitar su localización en las etapas posteriores. Se elaboró un resumen de cada una de las propuestas para extraer su contenido principal. Para la elaboración de la ficha de resumen de cada trabajo se puso especial cuidado en identificar la problemática denunciada por el participante, la o las propuestas sugeridas para resolver dicha problemática, así como los argumentos planteados por el ponente que robustecían o daban soporte a la solución planteada.

Esta información fue registrada en una base de datos que permite facilitar la localización de los trabajos para su análisis en una segunda etapa, en la cual se realizará un estudio de mayor profundidad conforme a cada uno de los temas en los que dichos documentos fueron clasificados. Estos resúmenes también fueron publicados en la página web de la Consulta Nacional y pueden ser consultados de la misma forma que las propuestas. Los avances en el análisis de los trabajos fueron publicados semanalmente en la página web de la Consulta Nacional hasta su conclusión, a principios de 2005.

Los participantes, de acuerdo a los datos recabados, se segmentaron en tres sectores: 

Sector Privado.- Abogados independientes; barras, colegios y asociaciones; despachos; notarías y corredurías públicas; sociedades mercantiles, y ciudadanos, sumando este grupo un total de 2,401 documentos.

Sector Público.- Funcionarios pertenecientes a los Poderes  Ejecutivo, Legislativo y Judicial en los ámbitos federal y local,  quienes participaron con 2,390 documentos.

Sector Académico.- Estudiantes y profesores universitarios, al igual que investigadores jurídicos, quienes remitieron 1,053 documentos.

Con el objeto de distinguir esta segunda etapa del proceso, el Comité Organizador decidió modificar el nombre del proyecto e identificarlo como “Proyecto de Reforma Judicial Integral”.En esta segunda etapa se llevó a cabo una sistematización y análisis más profundo de cada una de las propuestas que permitiera utilizar esta información para conocer la viabilidad y oportunidad de las soluciones aportadas por los participantes, con el objeto de integrar el diagnóstico general sobre el sistema de justicia que servirá como base para la elaboración del plan general o plan maestro con el que la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá dar seguimiento al cambio estructural y cultural del sistema de justicia, tomando en cuenta las grandes transformaciones del Estado, así como la necesidad imperante de hacer efectiva la garantía prevista en el Artículo 17 constitucional. 

Respecto a la recepción de  documentos quedó como sigue: 

Cantidad de documentos recibidos

  
5,844

Cantidad de documentos con una propuesta 

3,827

Cantidad de documentos con multipropuestas

2,017
Cantidad de propuestas

                  
11,709
Para profundizar en la problemática identificada, y en la viabilidad de las propuestas para dar solución a la misma fue necesario ampliar el análisis a través de la organización de Foros de Reflexión en los cuales se invitó a especialistas en cada tema para discutir el contenido del diagnóstico de percepción ciudadana y elaborar conclusiones que conformarán el material de estudio respectivo para la elaboración de políticas judiciales y/o reformas legales.

Se realizaron trece Foros de Reflexión en los que se contó con la colaboración de 281 especialistas en el tema a discutir, tanto del ámbito jurídico, académico, periodistas, así como miembros de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, a fin de tener una integración plural en las 34 mesas de trabajo. En la mayoría de los temas analizados se ha destacado el consenso, aunque en algunos otros se han presentado divergencias entre los panelistas, las cuales también han enriquecido los foros y forman parte de las conclusiones, las que son la base para tener una visión integral del proceso de reforma judicial, que permita la identificación de acciones a realizarse de manera inmediata, así como posibles reformas legislativas.

Con la finalidad de dar seguimiento a este importante ejercicio el Comité Organizador de la Consulta Nacional desde el inicio se comprometió a que las acciones que se derivaran de las propuestas y de los Foros de Reflexión, que fueran del ámbito de competencia del Poder Judicial de la Federación tuvieran su aplicación en un corto plazo.

En este sentido, el Comité Organizador, a menos de un mes de concluido el primer Foro de Reflexión, asumió el compromiso con la ciudadanía de realizar de inmediato las acciones encaminadas a responder a las propuestas planteadas en el citado foro que no requirieran de reformas legislativas.: 

La metodología para el análisis en esta tercera etapa, con el propósito de integrar el Plan Maestro, se fundamentará en el estudio de las ponencias, la generación de bases de datos específicas, análisis estadísticos y económicos, análisis de costos de recursos humanos y materiales, así como delimitación de plazos para la ejecución de las políticas judiciales.

b. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país. 

En materia de Mejoras al Poder Judicial de la Federación se han materializado y llevado a cabo las siguientes:

Transmisión por televisión e internet de las sesiones del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

Como resultado del esfuerzo del Poder Judicial de la Federación de fomentar la cultura de la transparencia y la legalidad, a partir de 2005 dio inicio la primera transmisión por televisión e internet de las sesiones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Con esta acción más de 15 millones de familias en México tienen acceso a las actividades del Poder Judicial de la Federación y así fortalecer y renovar la cultura jurídica, el Estado de Derecho y las instituciones. Este canal es un medo de comunicación que permite a los ciudadanos conocer las deliberaciones y decisiones del Poder Judicial y del mundo jurídico en general, además, a noticieros y cortes informativos sobre las actividades del mundo jurídico en lo general.

Publicación de las versiones estenográficas de las sesiones de Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

El 6 de junio de 2005 se publicaron en la página web de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las versiones estenográficas de las sesiones del Pleno del Máximo Tribunal. A partir del día 16 del mismo mes se puede tener acceso a las versiones estenográficas de las sesiones anteriores (de 1998 a la fecha).

Capacitación a periodistas en temas jurídicos

En agosto de 2005 se llevó a cabo el Segundo Seminario de Actualización para Periodistas, en el que participaron 70 reporteros de 29 medios de comunicación. Entre los temas que se abordaron destacan:

· Integración del Poder Judicial de la Federación

· Proceso jurisdiccional y sentencia

· Como se leen las sentencias

· Cumplimiento de las sentencias de amparo relativas a inmuebles

· El delito de la desaparición forzada de personas

· Incidente de suspensión en la controversia constitucional

· Transparencia en el Poder Judicial de la Federación

Primer Encuentro Nacional de Impartidores de Justicia

En el mes de diciembre del año de 2005, se llevó a cabo el Primer Encuentro Nacional de Impartidores de Justicia, en el cual se discutieron en una intensa jornada de trabajo en mesas de reflexión y discusión donde se analizaron las conclusiones que sobre el tema de mejoras al Poder Judicial se obtuvieron como resultado del proceso de estudio de las propuestas hechas por la ciudadanía en la Consulta Nacional sobre una Reforma Integral y Coherente del Sistema de Impartición de Justicia en el Estado Mexicano.

De este Encuentro se desprendió la Declaración de Jurica que es un documento en el cual se creo un compromiso de trabajo y coordinación entre los diversos órganos de justicia del Estado Mexicano, como una inmediata y atenta respuesta a las inquietudes de la sociedad respecto al sistema de justicia.

4. De los mecanismos para estimular una participación activa en la gestión pública
a. ¿Existen en su país mecanismos para facilitar,  promover y obtener una activa participación de la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales en el proceso de adopción de políticas y decisiones públicas, con el fin de lograr los propósitos de prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción pública?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente, y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos.

b. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país. 

5. De los mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública

a. ¿Existen en su país mecanismos que permitan la  participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en el seguimiento de la gestión pública con el fin de lograr los propósitos de prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción pública?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente, y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos.

b. Mencione brevemente los resultados objetivos que  se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país. 

CAPÍTULO QUINTO

ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV)

1. Asistencia Recíproca

a. Describa  brevemente el marco jurídico, en caso de que exista, que consagre en su país mecanismos de asistencia recíproca para  dar curso a las solicitudes emanadas de las autoridades de los otros Estados Partes que, de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la investigación o juzgamiento de actos de corrupción pública, a los fines de la obtención de pruebas y la realización de otros actos necesarios para facilitar los procesos o actuaciones referentes a la investigación o juzgamiento de los actos de corrupción. Relacione y adjunte copia de las disposiciones que contienen tales mecanismos.

b. ¿Ha formulado o ha recibido su gobierno solicitudes relativas a la asistencia recíproca a que se refiere la Convención?. En caso afirmativo, indique el número de solicitudes que ha formulado, señalando cuántas no le han respondido y cuántas le han sido negadas y por qué razón; el número de solicitudes que ha recibido, señalando cuántas no ha respondido y cuántas  ha negado y por qué razón;  mencione  el tiempo que su país se ha tomado para responder a dichas solicitudes y el tiempo en que otros países le han respondido, y manifieste si considera razonables dichos lapsos.
c. En caso de que no existan los mecanismos aludidos, indique brevemente cómo va a dar su país aplicabilidad al compromiso previsto en el numeral 1 del artículo XIV de la Convención.   
2.  Cooperación técnica mutua   

a. ¿Existen en su país mecanismos para permitir una amplia cooperación técnica mutua con otros Estados Partes sobre las formas y los métodos más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción pública, que incluyan el intercambio de experiencias por medio de acuerdos y reuniones entre los órganos e instituciones competentes, y el intercambio de conocimientos sobre formas y métodos de participación ciudadana en la lucha contra la corrupción?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente.

b. ¿Ha formulado su gobierno a otros Estados Partes o ha recibido de otros Estados Partes, solicitudes relativas a la cooperación técnica mutua a que se refiere la Convención?. En caso afirmativo, mencione brevemente los resultados obtenidos al respecto.

c. En caso de que no existan los mecanismos aludidos, indique brevemente cómo va a dar  su país aplicabilidad al compromiso previsto en el numeral 2 del artículo XIV de la Convención. 
d. ¿Se han desarrollado en su país programas o proyectos de cooperación técnica sobre los aspectos a los que se refiere la Convención, con el apoyo de agencias de cooperación u organismos internacionales?. En caso afirmativo, menciónelos y refiérase brevemente a aspectos tales cómo las materias sobre las que versan y los resultados obtenidos.

CAPÍTULO SEXTO

AUTORIDADES CENTRALES (ARTICULO XVIII)

1. Designación de autoridades centrales 

a. ¿Ha designado su país la autoridad central para los propósitos de canalizar la asistencia mutua prevista en el marco de la Convención?.

b. ¿Ha designado su país la autoridad central para los propósitos de canalizar la  cooperación técnica mutua prevista en el marco de la Convención?.

c. En caso de que su país haya designado la autoridad o autoridades centrales aludidas, sírvase consignar  los datos necesarios para su identificación, tales cómo el nombre de la entidad  o entidades y del funcionario o funcionarios responsables, el cargo que éste o éstos ocupan, números de teléfono y fax, y correo electrónico. 

d. En caso de que no se haya designado la autoridad o autoridades centrales aludidas, indique brevemente cómo va a dar  su país aplicabilidad a lo previsto en el  artículo XVIII de la Convención.   

2. Operatividad de las autoridades centrales 

a. ¿Cuenta la autoridad o autoridades centrales aludidas con recursos que le permitan formular y recibir  las solicitudes de asistencia y cooperación a que se refiere la Convención?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente.

b. ¿Ha formulado o ha recibido la autoridad o autoridades  centrales aludidas, desde el momento de su designación, solicitudes relativas a la asistencia y cooperación a que se refiere la Convención?. En caso afirmativo, mencione los resultados obtenidos al respecto, señalando si se han presentado obstáculos o dificultades en la tramitación de las que ha formulado o de las que ha recibido, y la manera en la que  podría solucionarse este problema.  

III. INFORMACIÓN SOBRE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEL DILIGENCIAMIENTO DEL PRESENTE CUESTIONARIO

Por favor, complete la siguiente información:

(a) Estado Parte:______________________________________________

(b) El funcionario a quién puede consultarse sobre las respuestas dadas a este cuestionario es:

(  ) Sr.:_________________________________________________________

(  ) Sra.:_______________________________________________________

Título/cargo:____________________________________________________

Organismo/oficina:_______________________________________________

Dirección postal:_________________________________________________ ______________________________________________________________ 


Número de teléfono:______________________________________________

Número de fax:__________________________________________________

Correo electrónico:________________________________________________















� El presente cuestionario fue aprobado  por el Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación  de la Convención Interamericana contra la Corrupción, en su Segunda Reunión, la cual tuvo lugar en la sede de la OEA, en Washington D.C., Estados Unidos,  entre los días 20 y 24 de mayo de 2002.





